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En el año 2008 Chile establece una Reforma Previsional que constituye un cambio relevante en materia de protección social. Los principios generales de esta Reforma son el reconocimiento y consagración de derechos sociales fundamentales para hombres y mujeres; la constitución de un sistema de beneficios basado en el principio de la solidaridad y equidad intergeneracional; el rol público del Estado en la institucionalidad del sistema de pensiones; el perfeccionamiento de la industria de administradoras de fondos de pensiones, entre otros. Con respecto a la discapacidad, se establece la Pensión Básica Solidaria de Invalidez. Esta pensión consiste en una suma de dinero mensual, de cargo fiscal, que reciben en forma progresiva los grupos familiares perteneciente al 60% más pobre de la población
. Adicionalmente se modificó la antigua pensión que recibían las personas con discapacidad mental menores de 18 años de edad, por un subsidio para los mismos beneficiarios antes mencionados.
En febrero del 2010, entra en vigencia la Ley 20.422  que establece Normas sobre la Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad. Dicha Ley está en concordancia con la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU. Marco normativo que modifica la institucionalidad creando un Comité de Ministros de la Discapacidad, un Consejo Consultivo de la Discapacidad y el Servicio Nacional de la Discapacidad con carácter intersectorial.
El carácter intersectorial implica una visión institucional integral sobre la discapacidad que se refleja desde el Comité de Ministros que está compuesto por los Ministros de Educación, Salud, Trabajo y Previsión Social, Vivienda y Urbanismo, Justicia, Transporte y Telecomunicaciones y es presidido por el Ministro de Planificación, futura cartera de Desarrollo Social. Adicionalmente, la Sociedad Civil también está representada a través del Consejo Consultivo. Órgano que formará parte del Servicio y que está compuesto por organizaciones representativas nacionales de cada tipo de discapacidad y otros cuatro miembros de instituciones relacionadas con la discapacidad.  Tanto el Comité como el Consejo, permiten generar políticas públicas enfocadas al desarrollo integral de las personas con discapacidad conociendo las necesidades desde las bases y permitiendo que ellas participen en todos los niveles, es decir, en el diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas relacionados. Estamos en el ejercicio de la implementación de la Ley 20.422, por lo tanto,  se están elaborando los  trece reglamentos que establece dicha Ley. En este proceso de implementación estamos constantemente velando por una visión integral e intersectorial sobre la discapacidad en las distintas instituciones involucradas.

La nueva normativa establece sobre los derechos de las personas con discapacidad: migrar de un enfoque de la discapacidad basado en las deficiencias de la persona a uno que pone el acento en su relación con el entorno, avanzar desde el tratamiento de la deficiencia a abordar la funcionalidad, las restricciones en la participación, las limitaciones para ejercer actividades de la vida diaria y el desarrollo de una vida independiente, además de velar por la igualdad de oportunidades definida como ausencia de discriminación y ejercicio efectivo de los derechos fundamentales y libertades personales.
Se están fortaleciendo y promoviendo las redes internacionales de cooperación, lo que facilita además, sustentar con estándares internacionales nuestras políticas públicas sobre discapacidad. Actualmente existe un convenio de colaboración con la Unión Europea para el desarrollo del Proyecto denominado “Seguimiento, Evaluación y Fortalecimiento de las Políticas Descentralizadas de Inclusión Social de las Personas en Situación de Discapacidad en Chile”, financiando tres productos: Sello e Índice de Inclusión, Plan Nacional de Discapacidad 2010-2018 y la adecuación de los distintos instrumentos estadísticos a nivel nacional a fin de que incluyan la variable de discapacidad eficientemente. Así como elaborar instrumentos que permitan contar con información precisa y permanente sobre las personas con discapacidad a nivel comunal.
Implementación de los artículos 11, 19 y 24 de la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Artículo 11: Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias.
Es importante mencionar que estamos trabajando intersectorialmente para establecer acciones preventivas implementando facilitadores inclusivos en las distintas instituciones. Nuestro país vivió la emergencia del 27 de febrero del 2010 y se tomaron las medidas que a continuación se presentan. 
Implementación:
· Orientaciones al Ministerio del Interior, Defensa y ONEMI, para la atención y protección de la población con discapacidad afectada. También hubo reuniones con representantes de organizaciones de personas con discapacidad con la finalidad de recoger sus inquietudes sobre las necesidades de sus agrupaciones. Oficinas de las regiones afectadas, apoyaron en solicitudes de emergencia.
-   
Se estableció una coordinación de trabajo con la Unidad de Discapacidad y Participación de la División de Organizaciones Sociales para apoyar en terreno a las organizaciones de personas sordas que organizaron una “caravana solidaria” para la entrega de cajas de víveres, agua, medicamentos, audífonos y ropa para familias de personas con discapacidad auditiva.
· El Servicio elaboró una estrategia de solicitud y entrega de ayudas técnicas rápida y directa, la cual facilita el trámite de postulación y disminuye los tiempos de entrega, por el plazo de 6 meses en las regiones afectadas.
Implementación de las siguientes acciones comunicacionales:

· Apoyo comunicacional frente a la emergencia para difundir las acciones institucionales en beneficio de las personas con discapacidad afectadas por el terremoto y visibilizar la variable discapacidad, ante la opinión pública y autoridades, para tomar las medidas de resguardo necesarias para la población con discapacidad. Se solicita a los medios de comunicación considerar en sus transmisiones la accesibilidad a la información para la comunidad sorda.
Las medidas antes mencionadas no tuvieron el impacto esperado en las personas y familias con discapacidad, por lo tanto, debido a la dificultad de contar con información precisa respecto a la cantidad y realidad de las personas con discapacidad afectadas por el terremoto del pasado 27 de febrero, fue necesario implementar un plan de levantamiento de las necesidades reales de las personas con discapacidad. Levantamiento que estamos llevando a cabo desde el mes de Junio y consiste en realizar un plan de encuestas en las Aldeas de las regiones afectadas para dimensionar la realidad de las personas con discapacidad posterior al terremoto y entregar consecutivamente, la ayuda necesaria a través de nuestra institución o de redes de apoyo de otras organizaciones. El levantamiento es a través de un Convenio con una Universidad y participan alumnos y profesores voluntarios, previamente capacitados. Abarcando un total de 106 aldeas que equivalen a 4.291 viviendas de emergencia aproximadamente. A la fecha se han encuestado 68 aldeas. Con la información recabada se elaboraran estrategias de intervención tanto de infraestructura como apoyo psicosocial y otros, que permitirán entregar una mejor calidad de vida durante la situación de emergencia. 

Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad

Implementación:

· La Ley 20.422 establece accesibilidad a: la cultura, bibliotecas de acceso público, comunicación, entorno físico, educación e inclusión escolar, productos farmacéuticos, alimentos de uso médico, cosméticos, capacitación e inserción laboral, reconocimiento de lengua de señas chilena, utilización de lengua de señas en canales de televisión y campañas de servicios públicos. Todas las medidas mencionadas anteriormente, tienen distintos plazos para su implementación.

· Se encuentra en elaboración el Reglamento sobre cupos preferentes en empleos públicos.
· Existen 124 Centros Comunitarios de Rehabilitación (CCR) en todas las regiones del país. Con respecto a la cobertura, están presentes en el 51% de las comunas. Los CCR  atienden alrededor de 11.000 personas con discapacidad en el año, que cuentan con su un plan de tratamiento en ejecución. Si se considera el total de atenciones por año esta alcanza a cubrir el 10% de las necesidades de la población con discapacidad física.

· Por otra parte, existe el pago de un estipendio a cuidadores de personas postradas  que alcanza actualmente una cobertura de 14.000 personas.

Artículo 24: Educación

Implementación:
El Párrafo 2° de la Ley 20.422 De la educación y de la inclusión escolar establece las siguientes disposiciones:
· Garantiza acceso a establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o de educación especial que reciban subvenciones o aportes del Estado.
· Establecimientos de enseñanza regular con innovaciones y adecuaciones curriculares, infraestructura y materiales de apoyo necesarios.
· Enseñanza en clases especiales dentro de establecimiento o en escuelas especiales (según naturaleza y tipo de discapacidad del alumno)
· Equipos del Ministerio de Educación (MINEDUC) o profesionales acreditados, deben considerar opinión de establecimientos, alumno y su familia, cuidadores y guardadores.
· MINEDUC debe hacer adecuaciones para que alumnos con Necesidades Educativas Especiales  participen en mediciones de calidad de educación.
· El MINEDUC establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que, a consecuencia de su discapacidad, no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.
· Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Por su parte el artículo 24 del mismo cuerpo legal establece un medida de accesibilidad general que consagrando que: “Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, procedimientos y prácticas de selección en todo cuanto se requiera para resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos”.

Adicionalmente,  el artículo 49 de la citada Ley, establece liberalidad de los gravámenes aduaneros para la adquisición de equipos y material pedagógico especial para la educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad.
Nota: Mayor información en http://www.senadis.cl o contáctese directamente con comunicaciones@senadis.cl
�  Que no tengan derecho a una pensión en un régimen previsional, ser declarado inválido (persona con discapacidad física) por las Comisiones Médicas de Invalidez de la Superintendencia de Pensiones. No tener derecho a pensión en algún régimen previsional. Integrar algún grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población en forma progresiva. Acreditar residencia en el territorio de la república por un lapso no inferior a 5 años en los últimos 6 años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. Tener entre 18 años de edad y menos de 65 años de edad





